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a Susana Díaz sobre la paga extra 

 
Susana Díaz, presidenta de la Junta, en un acto de su partido. CONCHITINA 

Andalucía sigue siendo la única comunidad que no ha devuelto el 25 

por 100 de la paga extra de 2012 

La Junta tampoco ha entregado aún el listado del personal de la 

administración, como le ha ordenado un juez 
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Más de un empleado público de la Junta pegó ayer un respingo al oír a 

la presidenta del Gobierno andaluz, la socialista Susana Díaz, lanzar 

afirmaciones que no se corresponden con la realidad de la función 

pública andaluza. 

Ni en la devolución de la paga extra de 2012, que todos los 

empleados públicos del país han cobrado ya, menos los andaluces, 

como comprobó ayer EL MUNDO, ni en el conocido como el pleito 

sobre la lista de enchufados, que enfrenta a un sindicato con la Junta, 

estuvo atinada Susana Díaz.  

La presidenta proclamó, durante una entrevista en Onda Cero, que el 

Gobierno andaluz «siempre hace» lo que ordenan los tribunales, 
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cuando fue cuestionada por su reiterada negativa a facilitar al 

Sindicato Andaluz de Funcionarios (SAF) los listados de efectivos 

reales que trabajan en la Junta, que podrían poner al descubierto a los 

enchufados que trabajan en la Administración andaluza y los 

privilegios de los que disfrutan.  

El SAF se ha visto obligado a acudir a los tribunales para reclamar a la 

Junta esta información y ha conseguido al menos 21 sentencias de 

juzgados y del TSJA, que obligan a la Administración a facilitar los 

listados de efectivos reales. 

«Desconozco lo que se ha trasladado o no a los juzgados, pero si un 

juzgado pide una información, seguro que se habrá mandado y no sólo 

a ese sindicato», zanjó Díaz. 

En efecto, la Junta ha entregado en el juzgado una gran cantidad de 

documentación, pero que no guarda relación alguna con los listados de 

efectivos reales que solicita el SAF, como contratos de limpieza y 

suministros. Por eso, el sindicato se ha visto obligado a acudir a la vía 

penal para denunciar a varios altos cargos por desobedecer, 

presuntamente, las resoluciones judiciales. 

Como dijo ayer Díaz, el Gobierno andaluz presume de su 

colaboración con la Justicia, pero el día a día en los juzgados 

evidencia todo lo contrario.  

Jueces que están investigando casos de corrupción que afectan a la 

Junta, como los ERE, Invercaria o el fraude de la formación, se han 

visto obligados a requerir en varias ocasiones al Gobierno andaluz la 

entrega de documentación esencial para las pesquisas. 

La juez Alaya envió, incluso, a los investigadores de la Unidad 

Central Operativa (UCO) de la Guardia Civil a la sede de la Dirección 

General de Formación para que intervinieran los expedientes 

completos de los cursos investigados. 

El escaso cumplimiento de las sentencias judiciales de la Junta 

también se ha evidenciado en la polémica por los despidos y 

posteriores readmisiones ordenadas por los jueces de los agentes 

locales de promoción de empleo (Alpe) de los consorcios Utedlt. 

Decenas de fallos ordenan la readmisión de los trabajadores y el pago 



de los salarios que debían haber percibido desde que fueron 

despedidos hasta ahora. La Administración sólo ha cumplido la 

readmisión, pero todavía no ha pagado los conocidos como salarios de 

tramitación. 

En contra de la realidad y de lo que mantienen todos los sindicatos, 

Díaz sostuvo que los funcionarios andaluces no son los últimos del 

país que van a cobrar el 25% de la extra de 2012. «No somos los 

últimos en recibirla; lo que pasa es que somos muchos», respondió.  

Sin embargo, todos los empleados públicos del resto de comunidades, 

del Estado y hasta de los ayuntamientos han ingresado ya el 25% de la 

extra de 2012. De hecho, ahora están negociando cuándo van a cobrar 

otro 25% de la paga de 2012. Rajoy aprobó el mes pasado que pagaría 

el segundo 25% 

 


